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NUM. REGISTRO: 1609/1993

ASUNTO: Recurso de amparo pro-
movido por dofia Carmen Garcia
Gutiérrez.

SOBRE: Sentencia de la Sala de
lo Contencioso Administrativo
del Tribunal Superior de
Justicia de Castilla-La Mancha,
recaida en recurso contra el
Tribunal Econémico Regional de
Castilla-La Mancha sobre 1li-
quidaciones en concepto del
I.R.P.F.

La Sala ha examinado la pieza separada de

suspensién del recurso

amparo interpuesto por la

representacién procesal de dofia Carmen Garcia Gutiérrez.

I. ANTECEDENTES

1. Mediante escrito registrado de entrada en este

Tribunal el dia 19 de mayo de 1993, dofia Maria Luisa Montero

Correal, Procuaradora de los Tribunales y de dofia Carmen Garcia

Gutiérrez, interpone recursc de amparo contra la Sentencia ndm.
188, de 27 de abril de 1993,

4e la Sala de lo Contencioso-
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Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Castilla-La
Mancha, que confirmé la resolucién del Tribunal Econémico-
Administrativo Regional de Castilla-La mancha de 18 de marzo de
1992 que, a su vez, desestimé la reclamacién econémico-
administrativa formulada contra la liquidacién de 12 de febrero
de 1991, dictada en virtud de lo dispuesto en el articulo 18 de
la Ley 20/89, de 28 de julio, de adaptacién del Impuesto sobre
la Renta de las Personas Fisicas, correspondiente al Impuesto
gobre la Renta del ejercicio de 1983, en la modalidad de
Tributacién individual,en la que se fijaron 207.407 ptas. de
cuota, 103.703 de sancién y 99.190 por intereses de demora.

En la demanda se alega la vulneracién de los
articulos 14, 24.1 y 25.1 CE. Se solicita que se dicte
Sentencia en la que se reconozca a la recurrente el derecho a
ser oida en el correspondiente procedimiento administrativo, a
ser considerada sujeto pasivo del Impuesto sobre la Renta de
las Personas Fisicas independiente de su cényuge y a no ser
sancionada, sin ser oida, ﬁor infraccién de normas declaradas
inconstitucionales, dejando sin efecto la Sentencia impugnada

en dichos extremos.

Por medio de otrosi solicita que se acuerde la sus-
pensién de la ejecucién del acto administrativo a cuyo £in
ofrece el mantenimiento de la garantia aportada o su
sustitucién por otra considerada suficiente.

2. Por providencia de 18 de abril de 1994, la Sec-
cién Tercera acordé admitir a trédmite la demanda de amparo,
todo ello condicionado a gque por la Procuradora dofia Maria
Luisa Montero Correal se acredite, en el plazo de tres dias, la
representacién de la recurrente con poder notarial otorgado por
la misma. Por otra providencia de igual fecha, 1la Seccién
acord6 formar la pieza para la tramitacién del incidente sobre
suspensién y conforme al art. 56 de la LOTC conceder un plazo
comin de tres dias a la parte recurrente, al Abogado del Estado
y al Ministerio Fiscal para que aleguen lo gue estimen
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pertinente sobre dicha suspensién.

3. La recurrente ha presentado su escrito el 25 de abril de
1994, Tras referirse a la constitucién de un aval solidario al
tiempo de iniciar la reclamacién econémico-administrativa y al
acuerdo de suspensién adoptado en el proceso contencioso-
administrativo, ofrece como garantia para la suspensién el
mantenimiento del aval, su ampliacién o la constitucién de uno
nuevo; en opinién de la recurrente, los intereses de la
Hacienda Ptblica quedan garantizados y la admisién del presente
recurso permitiria apreciar un "fumus boni iuris"”, por lo que
la suspensién es procedente para no causar un perjuicio
patrimonial en tanto no haya resolucién definitiva.

4. Por escrito presentado el 22 de abril de 1994, el Aboga-
do del Estado se opone a la suspensién interesada. Seflala en
sus alegaciones que el acto objeto de impugnacién cuya suspen-
sién se pide es la liquidacién girada a cargo de la recurrente
en cuanto acto de los poderés piblicos al que originaria y di-
rectamente deben entenderse reprochadas las supuestas violacio-
nes de derechos fundamentales; la sentencia contencioso-
administrativa simplemente ultima la via judicial procedente;
pero ninguna de las violaciones denunciadas en la demanda puede
ser atribuida a la resolucién judicial directa y originariamen-
te, sino s6lo de manera secundaria y derivativa, en cuanto no
reparé las supuestas lesiones de derechos fundamentales; es
claro, sin embargo, que los efectos de la medida cautelar
interesada alcanzarian no s6lo a la ejecutividad del acto
administrativo de liquidacién, sino a la eficacia de una
sentencia contencioso-administrativa firme que ha declarado la
conformidad a Derecho de la actuacién administrativa.

Con arreglo al art. 56.1 LOTC y a una reiterada
doctrina de este Tribunal, la suspensién pretendida debe
denegarse, ya que la ejecucién del acto impugnado (ligquidacién
confirmada en via contencioso-administrativa) no frustra la
finalidad del amparo. Ni la devolucién de lo ingresado




-

TRIBUNAL
CONSTITUCIONAL -

=T
-t
Wi
=
=

Papel de Oficio

0 0608082

representaria, en el supuesto de estimarse el amparo,
dificultad alguna, ni la recurrente ha Jjustificado que el
ingreso de la deuda tributaria, y en especial de las sanciones,
le ocasione graves trastornos patrimoniales.

Destaca, para concluir, que en el proceso de amparo
la suspensién se gobierna exclusivamente por lo dispuesto en el
art. 56.1 LOTC, sin que pueda invocarse en esta sede
constitucional ni el régimen de la suspensién en la via
econémico-administrativa, ni la Jjurisprudencia contencioso-
administrativa. Tras invocar el Auto de esta Sala de 19 de
abril de 1993 (RA 3255/92), sefiala que suspender el ingreso de
la liquidacién entrafia necesariamente suspender la eficacia de
la sentencia contencioso-administrativa que, con autoridad
formal y material de cosa juzgada, ha confirmado la expresada
liquidacién.

Termina su escrito solicitando que se deniegue la
suspensién interesada. Por medio de otrosi sefiala la
conveniencia de dque, una vez recibido el expediente de la
reclamacién econémico-administrativa, se reclame de la oficina
gestora el expediente de gestién.

5. El Fiscal ha presentado su escrito el 28 de
abril de 1994. Tras invocar el art. 56 LOTC y la jurisprudencia
que lo desarrolla, hace notar que dado el <contenido
exclusivamente econémico, la ejecucién de la resolucién
impugnada no hace perder al amparo su finalidad ni ocasiona
dafios o perjuicios de dificil reparacién, sin que la suspensién
en via econémico-administrativa y contencioso-administrativa
sea elemento suficiente para acordar en este proceso la
suspensién solicitada. Por todo lo cual, entiende que no
procede acceder a la suspensioén solicitada.
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II. FUNDAMENTOS JURIDICOS

1. E1 art. 56.1 de la Ley Orgénica de este Tribunal
establece que "la Sala que conozca de un recurso de amparo
suspenderd, de oficio o a instancia del recurrente, la
ejecucién del acto de los poderes piblicos por razén del cual
se reclame el amparo constitucional, cuando la ejecucién
hubiere de ocasionar un perjuicio que haria perder el amparo su
finalidad. Podréd, no obstante, denegar la suspensién cuando de
ésta pueda seguirse perturbacién grave de los intereses
generales, o de los derechos fundamentales o libertades
piblicas de un tercero". Este Tribunal ha venido manteniendo,
en aplicacién de la anterior disposicién que cuando el recurso
se dirige contra resoluciones judiciales, aquel interés general
consiste precisamente en su ejecucién, por lo que, en tales
casos, seréd necesario que se acredite la concurrencia de un
perjuicio irreparable o que haria perder al amparo su finalidad
en caso de llevarse a efecto la resolucién impugnada, para que
la medida cautelar que se interesa pueda prosperar.

2. En los supuestos de resoluciones con efectos me-
ramente econémicos la doctrina general de este Tribunal es, en
efecto, que la ejecucién de las mismas no hacen perder al
amparo su finalidad ni causan ningin perjuicio irreparable,
puesto que su reparacién ulterior, en caso de ser estimado el
recurso de amparo, no seria dificultosa.

En el presente recurso la ejecucién que se pretende
suspender determinaria el ingreso por la recurrente de la deuda
tributaria fijada en la liquidacién; en cuanto obligacién de
naturaleza pecuniaria, resulta aplicable la doctrina general de
este Tribunal, ya expuesta, a propdésito de las resoluciones con
efectos meramente econémicos, por lo que no procede declarar la
suspensién solicitada.

La anterior conclusién no queda desvirtuada por los
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argumentos expuestos por la recurrente. De una parte porque, si
bien afirma al evacuar el tramite de alegaciones regulado en el
art. 56 de la LOTC que la suspensién es procedente para no
producir un perjuicio patrimonial, sin embargo ni prueba ni
razona en forma alguna la existencia de tal perjuicio. De otra
porque, como sefiala el Abogado del Estado, la suspensién de la
ejecucién en la via constitucional se rige por lo dispuesto en
el art. 56 de la LOTC y, en consecuencia, es irrelevante que se
haya concedido o denegado la suspensién en el procedimiento
econémico-administrativo o en la via contencioso-
administrativa.

En virtud de lo expuesto, y sin prejuzgar la
decisién de fondo del recurso, atendidas las circunstancias
concurrentes, la Sala acuerda denegar la suspensién de la
resolucién judicial impugnada y de los actos administrativos
que ésta confirma.

Madrid, nueve de mayo de mil novecientos noventa y
cuatro.
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